LA RESPONSABILIDAD CIVIL POR PRODUCTOS DEFECTUOSOS EN EL ÁMBITO DE LA UNIÓN EUROPEA: DERECHO COMUNITARIO Y DE LOS ESTADOS MIEMBROS.


El aumento de los daños ocasionados por productos defectuosos ha puesto de manifiesto la exigencia y la necesidad de una reglamentación específica para este tipo de responsabilidad. En principio, ante la ausencia de textos legales concretos, se producía una extrapolación a esta materia de la normativa prevista para otros tipos de responsabilidad
. Pero esta extrapolación no siempre condujo a resultados satisfactorios, tanto por los específico de la conducta que aquí se trata, como por la complejidad de aspectos jurídicos que esta clase de responsabilidad envuelve: civil, penal y mercantil, sin contar otros sectores especializados, como puede ser el régimen jurídico de la publicidad. 


Por tanto, se ha ido produciendo una progresiva especialización de las leyes generales. Así, los preceptos del Código Civil han sido superados, primero por la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, y posteriormente por la Ley 22/1994, de 6 de julio, de Responsabilidad Civil por Daños causados por Productos Defectuosos
. Esta materia por tanto ha pasado de ser objeto de una regulación general contenida en el Código Civil, para ser objeto de normativa más específica. Todo ello se ha traducido en un movimiento legislativo que, a escala internacional, pretende colmar la laguna existente en las diversas legislaciones, tanto en el plano internacional como en el Derecho internacional privado. 

A) Normativa comunitaria de productos defectuosos. 

I. Evolución de la política de la Unión Europea en materia de protección de los consumidores. 


La Unión Europea no podía quedar ajena a esta evolución, y ya en los años setenta
 se dieron los primeros pasos para intentar armonizar las legislaciones de los Estados miembros
. Así, podemos citar la Convención de Estrasburgo de 1977. Se trata del Convenio Europeo sobre responsabilidad por productos en caso de lesiones corporales o muerte,  aprobado el 27 de enero de 1977. El citado Convenio, si bien tuvo una gran influencia en la posterior Directiva 85/374/CEE, su importancia práctica fue muy reducida no sólo porque fueron muy pocos los países que lo ratificaron, sino también por la entrada en vigor de la Directiva.


Algo más tarde, la Comisión presentó el primer programa de acción relativo a la protección de los consumidores
 (Diario Oficial nº C 92, de 25 de abril de 1975). Este texto de referencia recoge cinco categorías de derechos fundamentales que constituirán la base de la legislación comunitaria en la materia: el derecho a la protección de la salud y la seguridad; l derecho a la protección de los intereses económicos; l derecho a la indemnización de los daños;  derecho a la información y a la educación; el derecho a la representación. 
 Si al principio, la comunidad había legislado en materia de seguridad de los cosméticos
, etiquetado de los productos alimentarios
, publicidad engañosa
 o captación de clientes a domicilio
, hubo que esperar al Acta Única y la perspectiva del gran mercado para constatar un verdadero avance de la política de los consumidores
. La supresión de las fronteras y la realización del mercado único el 1 de enero de 1993 puso de relieve la existencia de un mercado de más de 340 millones de consumidores, lo que requería reglas de acompañamiento. Los nuevos programas de acción hicieron hincapié en : la representación de los consumidores
; la información de los consumidores
;la seguridad de los productos
;las transacciones. En este periodo se adoptaron medidas en los siguientes ámbitos: seguridad de los juguetes
 y seguridad general de los productos, pagos transfronterizos
, cláusulas abusivas en los contratos
, venta a distancia
 y multipropiedad
. 

Esta evolución positiva vino a confirmarse con el Tratado de Maastricht, que eleva la protección de los consumidores al rango de auténtica política comunitaria. Mientras que en sus objetivos generales se afirma que la Comunidad ha de aportar “una contribución al fortalecimiento de la protección de los consumidores”, el artículo 129A constituye el marco jurídico indiscutible que permite proseguir la política de los consumidores. A raíz de ello se abrían nuevas perspectivas, concretadas en varios libros verdes (servicios financieros, acceso de los consumidores a la justicia
, legislación alimentaria
 y venta y garantías de los bienes de consumo
), y se daba paso a iniciativas legislativas relativas a las demandas por perjuicios, los contratos negociados a distancia
, la publicidad comparativa
 y las transferencias transfronterizas
. 

Posteriormente y debido a la crisis
 de la encefalopatía espongiforme bovina (EEB), se ha hecho hincapié sobre todo en la salud del consumidor y en la seguridad alimentaria. 

El Tratado de Ámsterdam da un nuevo impulso a la política de los consumidores, concediéndole por derecho propio una importancia superior a la que se le había reconocido anteriormente. El actual artículo 153 (Antiguo 129A) constituye el fundamento jurídico de una serie completa y diversa de acciones a escala europea
. Asimismo exige una mayor integración de lo intereses del consumidor en otras políticas de la Unión Europea. 

Un último paso en esta evolución es el Libro Verde sobre la protección de los consumidores en la Unión Europea (2.10.2001), cuyo objeto es llevar a cabo una amplia consulta pública sobre la futura orientación de la protección de los consumidores en la Unión Europea, que propone introducir un sistema de regulación que alcance el nivel más alto posible de protección del consumidor; que sea lo más sencillo posible para responder rápidamente al mercado y que proporcione una seguridad jurídica y garantice su aplicación eficaz y real, especialmente en los litigios transfronterizos. 

II. Normativa en materia de responsabilidad por daños causados por productos defectuosos.

a) Directiva 85/374/CEE.

 La Directiva  85/374/CEE del Consejo, de 25 de julio de 1985
, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas  de los Estados miembros en materia de responsabilidad por los daños causados por productos defectuosos, constituye la normativa esencial de protección de los consumidores;tiene como objeto garantizar un nivel elevado de protección de los consumidores contra los daños causados a su salud y a sus bienes por un producto defectuoso y reducir al mismo tiempo las divergencias de las legislaciones nacionales en materia de responsabilidad
 que distorsionan la competencia y coartan la libre circulación de los productos
.

Desde 1985 y a raíz de la publicación de la Directiva, todo productor tiene la obligación de reparar los daños causados a la salud, la seguridad y los bienes de los ciudadanos por un producto defectuoso. Esta Directiva aspira por tanto a proteger a las víctimas y promover la mejora de la seguridad de los productos
 dentro del mercado interior, gracias un marco normativo lo más coherente posible, en la que todos los intereses en juego son tomados en consideración. 

Este marco jurídico establecido en la Directiva se basa en los siguientes elementos: la responsabilidad objetiva del productor a favor de la víctima; la carga de la prueba que se impone a la víctima en relación con el daño, el defecto y el nexo causal entre los dos; la responsabilidad solidaria de todos los operadores de la cadena de producción a favor de la víctima para garantizar la compensación del daño; la no responsabilidad del productor cuando demuestre la existencia de determinados hechos expresamente contemplados en la Directiva; la responsabilidad limitada en el tiempo en virtud de plazos uniformes; la ilegalidad de las cláusulas que limiten o excluyan la responsabilidad en perjuicio de la víctima; la responsabilidad limitada desde el punto de vista financiero en un nivel elevado, si bien, opcional para los Estados miembros
; la revisión periódica de su contenido teniendo en cuenta los efectos sobre las víctimas y los productores.

Según la Directiva, todo productor de un bien mueble defectuoso debe de reparar los daños  causados a la integridad física o al patrimonio privado de las personas. En concreto, el artículo 1 establece que el productor será responsable de los daños causados por los defectos de sus productos. 

La responsabilidad del productor tiene los siguientes caracteres: es objetiva, porque no hace falta demostrar la culpa
, es relativa
, y limitada en el tiempo
, la víctima tiene que demostrar que ha sufrido el daño
, y es solidaria
, lo que permite a la víctima demandar a cualquiera de los responsables para recibir íntegramente una compensación. 

Una vez establecida la responsabilidad del productor, se entiende por éste a la persona que fabrica un producto acabado, que produce una materia prima o que fabrica una parte integrante, y todo aquél que se presente como productor, poniendo su nombre, marca o cualquier otro signo distintivo en el producto
. Además, la protección del consumidor exige que todo aquel que participa en un proceso de producción, deba de responder en el caso de que un producto acabado o una de sus partes, o bien las materias primas que hubiera suministrado, fueran defectuosos; que por la misma razón, la responsabilidad debiera extenderse a todo el que importe productos en la Comunidad y aquellas personas que se presenten como productores poniendo su nombre, marca o cualquier otro signo distintivo y a los que suministren un producto cuyo productor no pudiera ser identificado. 

Por tanto, y a tenor del artículo 3 de la Directiva, se considera como productor: toda persona que participa en el proceso de producción
; el importador del producto defectuoso
; toda aquella persona que se presente como productor poniendo su nombre, marca o cualquier otro signo distintivo
 en el producto
; toda aquella persona que suministra un producto cuyo fabricante no puede ser identificado
.       

En primer lugar se contempla por tanto al productor final, que es la persona que fabrica un producto acabado. Por tanto, será responsable ante todo, el fabricante que pone en circulación el producto tal y como llega a manos de los consumidores y usuarios
. El siguiente legitimado pasivo a que se refiere la Directiva  es la persona que produce una materia prima o que fabrica una parte integrante. En principio, la responsabilidad de éste sigue las reglas generales, si bien, no responde en dos supuestos que se recogen en el artículo 7: cuando el defecto de la parte componente es imputable a la concepción del producto a que se incorpora y cuando el defecto de la parte componente es imputable a las instrucciones dadas por el fabricante del producto a que se incorpora. En tal caso, la parte es efectivamente defectuosa, pero ello es debido al fabricante, que ha dado instrucciones erróneas y es él quien debe de responder. 

Otros sujetos responsables serán aquellos pertenecientes a la fase de distribución, y en concreto el artículo 3 señala a toda aquella persona que se presente como productor poniendo su nombre, marca o cualquier otro signo distintivo en el producto. Por tanto, no hay que incluir a quienes hacen figurar su nombre en el producto pero sin intención de presentarse como productores. De todo lo expuesto aquí deducimos que, con frecuencia, los responsables serán varios. Pues bien, a tenor del artículo 5 de la Directiva, si dos o más personas fueran responsables del mismo daño, su responsabilidad será solidaria, sin perjuicio de las disposiciones de Derecho interno relativas al derecho de repetir
. 

Siguiendo con el análisis de la Directiva, debemos de referirnos al concepto de producto, y para ello acudimos al artículo 2, que entiende por producto cualquier mueble, excepto las materias primas agrícolas y los productos de la caza
, aún cuando esté incorporado a otro bien mueble o a uno inmueble. Tal exclusión determina que sea el perjudicado el que soporte estos defectos en la mayoría de los casos, y, de otro lado, la excepción crea serias disfunciones, sobre todo teniendo en cuenta la complejidad de transformación inicial. Por último, el citado artículo 2 también considera como producto expresamente a la electricidad. 

La directiva sólo se aplica a los productos, estando excluidos los servicios defectuosos. Producto será cualquier bien mueble, independientemente de su uso privado o no. De la lectura del artículo 2 se desprende que se excluyen de su ámbito objetivo de aplicación los bienes inmuebles. Esta exclusión de los bienes inmuebles parece estar justificada por la existencia en casi todas las legislaciones nacionales
 de disposiciones específicas en materia de responsabilidad inmobiliaria
.              

Una vez establecido el ámbito de aplicación objetivo de la Directiva, debemos saber qué se entiende por defecto o por producto defectuosos; y para ello el artículo 6 afirma que se entenderá por producto defectuoso aquél que no ofrezca la seguridad
 que legítimamente cabría esperar, tomando en cuenta todas las circunstancias; y especialmente su presentación, el uso razonablemente previsible del mismo y su puesta en circulación
. En todo caso un producto se considerará defectuoso si no ofrece la seguridad normalmente ofrecida por los demás ejemplares de la misma serie. Un producto no podrá considerarse defectuoso por el sólo hecho de que tal producto se ponga posteriormente en circulación de forma más perfeccionada
. 

Esta definición de defecto se refiere a un defecto muy específico, pues se trata del defecto de seguridad, ya que de la Directiva se deduce que la noción de defecto no depende de la inaptitud, sino de la falta de seguridad del producto respecto a las personas o las cosas. Por tanto, cuando hablamos de defecto, nos referimos a defecto de seguridad como vicio que ocasiona una falta de estándar de seguridad requerido para el producto concreto
. 

Igualmente, es conveniente analizar el concepto de daño
, siendo limitados los daños que cubre la Directiva, pues se incluyen los daños que ocasionen muerte o lesiones corporales, así como los causados a una cosa, pero no se incluyen el propio producto defectuoso ni los daños inmateriales (cualquier daño extrapatrimonial, moral), que sin embargo, la mayor parte de la las legislaciones nacionales los tienen en cuenta. Pensamos que esta decisión no es acertada, ya que con frecuencia constituye una de las partidas más significativas de la indemnización reclamada por muerte o daños corporales, por lo que la remisión a las distintas normativas internas no puede crear más que soluciones distintas en relación con el grado de protección concedido a las víctimas
. Tampoco se aplicará la Directiva a los daños que resulten de accidentes nucleares, siempre que tales daños se encuentren cubiertos por Convenios Internacionales
 ratificados por los Estados miembros de la Unión Europea
.  

Por lo que se refiere a los daños en la propia cosa defectuosa, no se incluyen en el concepto de daño de la Directiva, en la medida que lo que se entiende es que se produce la aplicación de las normas de la compraventa, y en concreto la obligación de saneamiento que compete a todo vendedor de productos que resulten defectuosos
. 

Por otra parte, de la definición de daño se obtiene la de víctima, y del artículo 9 se deduce el círculo de personas protegidas:  toda persona, realice una actividad de consumo, empresarial o profesional, por los daños personales. En cambio, sólo se protege a la persona por los daños materiales, cuando realicen una actividad de consumo privado con bienes de ese tipo; se  protege tanto al adquirente o consumidor en sentido estricto como a cualquiera que utilice el producto defectuoso o usuario, o incluso al que sufre un daño por hallarse próximo a la cosa defectuosa. 

b) Directiva 1999/34/CE

A pesar de la importancia de la Directiva 85/374/CEE y de los logros conseguidos, se ha puesto de manifiesto que la citada Directiva tiene una serie de deficiencias, de modo que la Comunidad Europea se ha visto en la necesidad de llevar a cabo unas reformas con el objeto de lograr una máxima protección del consumidor
 y facilitar a su vez, en beneficio de los consumidores, la legítima reparación de los daños causados en la salud. 

Uno de los principales defectos que presentaba la Directiva de 1985 era la exclusión de su ámbito de aplicación, de los productos agrícolas defectuosos
 que en los últimos años se vieron aumentados en la Unión Europea como consecuencia de la denominada “crisis de las vacas locas” y de la dioxina. 

Por tanto, tras la crisis de las vacas locas, la Directiva 1999/34/CE amplia el ámbito de aplicación de la Directiva 85/374/CEE a las materias primas agrícolas tales como la carne, los cereales, los frutos y las legumbres, y los productos de la caza para evitar cualquier posibilidad de excepción. En consecuencia, el productor o el importador deberá de pagar los daños e intereses si existe una relación de causalidad entre el daño sufrido y el defecto, sin que la víctima deba de aportar la prueba de que ha habido una negligencia por parte del importador o del productor. 

La Directiva contribuirá a aumentar el grado de protección de los consumidores y a devolverles la confianza en la seguridad de los productos agrícolas, al alentar a los productores y a  los importadores a respetar estrictamente las normas y las medidas de protección aplicables, y a adoptar una actitud responsable con respecto a las materias primas agrícolas
. 

En concreto, la Directiva 99/34/CE modifica el artículo 2 de la anterior Directiva, que quedará redactado de la siguiente manera: “a efectos de la presente Directiva, se entenderá por producto cualquier bien mueble, aún cuando esté incorporado a otro bien mueble  a un bien inmueble. También se entenderá por producto la electricidad”. En el apartado 1 del artículo 15 se suprime la letra a). De este modo se suprime la posibilidad de los Estados miembros de disponer en su legislación que, a efectos del artículo 1 de la Directiva, por producto se entiende también las materias primas agrícolas y los productos de caza
.Por tanto, con la adopción de la Directiva 99/34/CE, los productores de productos agrícolas no transformados serán también responsables por los daños causados en la salud de los ciudadanos como consecuencia de los defectos de sus productos. 

Según el artículo 2, los Estados miembros pondrán en aplicación dichas disposiciones a partir del 4 de diciembre de 2000
. En el ordenamiento jurídico español, la Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas fiscales, administrativas y del Orden social, ha modificado la Ley 22/1994, de responsabilidad civil de productos defectuosos, incluyendo dentro de su ámbito de aplicación (antes quedaban expresamente excluidas) las materias primas agrarias y ganaderas (junto con los productos de la caza y de la pesca) que no hubieran sufrido transformación inicial. Al dejar si efecto la exclusión anterior, estas materias quedan incluidas en la definición de producto, siendo aplicable esta ley a los eventuales daños que puedan ocasionar tales materias
.

II Perspectivas de futuro de la responsabilidad civil por productos defectuoso en la Unión Europea. 


a) El Libro Verde sobre responsabilidad civil por productos defectuosos. 


La experiencia alcanzada en la aplicación de la Directiva 85/374/CEE, ha servido de punto de partida para evaluar la actual situación de la responsabilidad civil en el ámbito de la Unión Europea y ese es el objeto del Libro Verde sobre Responsabilidad Civil de los productos defectuosos
.     


El objetivo del Libro Verde es buscar el sistema idóneo que permita indemnizar de la mejor manera a las víctimas de los daños sufridos a causa de productos defectuosos, sin por ello frenar la capacidad innovadora de la industria. Además, responde al compromiso de la Comisión ante el Parlamento Europeo, de emprender los estudios necesarios para comprobar si era pertinente o no una reforma más profunda de la Directiva 85/374/CEE y a presentar el Segundo Informe de aplicación a finales del año 2000
.   

En una primera parte, el Libro Verde hace una evaluación del impacto de la Directiva 85/374/CEE de acuerdo con los objetivos que se había fijado, y pide a los agentes interesados que hagan una evaluación de ese impacto. En una segunda parte, el Libro Verde propone puntos de reflexión sobre una posible revisión de la Directiva. En primer lugar recuerda el principio de equilibrio sobre el cual se fundamenta la Directiva
, esto es, un término medio entre los intereses de las víctimas, que desean la mayor protección al coste más bajo, y los productores, que abogan por límites y plazos de responsabilidad más cortos
. 

Sin perjuicio del principio según el cual la carga de la prueba corresponde a la víctima, el Libro Verde analiza las modalidades de aplicación de esta carga. En efecto, para obtener una compensación, la persona que ha sufrido un perjuicio debido a un producto defectuoso debe de probar, no sólo el defecto del producto, sino también la relación causa efecto entre dicho defecto y el perjuicio sufrido. El Libro Verde ofrece varias formas de aliviar esta carga de la prueba: prever una presunción del nexo causal cuando la víctima demuestre el daño y el defecto; establecer un nivel de prueba suficiente (por ejemplo, una probabilidad superior al 60%); imponer al productor el suministro de documentos útiles a la víctima;imponer al productor la carga de los gastos periciales, que se devolverían si la víctima fracasa
; cuando un producto haya sido fabricado por varios productores y no sea posible determinar cual es el responsable del defecto del producto, aplicar la teoría del derecho americano “Market Share Liabilitiy”, según la cual basta que la víctima aporte la prueba de la relación entre el daño causado y el producto incriminado sin facilitar el nombre del fabricante. 

La Directiva prevé que los productores puedan quedar exentos de responsabilidad cuando el estado de los conocimientos científicos y técnicos, en el momento de la comercialización del producto incriminado, no permitía detectar el defecto. Si bien varios Estados miembros ya han suprimido unilateralmente esta posibilidad de exención
, el Libro Verde se pregunta qué consecuencias tendría una supresión general: para la industria, y en general su capacidad innovadora, y para el sector de los seguros, considerando en especial la posibilidad de cubrir este tipo de riesgos.

Otro punto de reflexión es la definición del ámbito de aplicación de la Directiva
 ¿debe de extenderse a los bienes inmuebles?. Por otra parte, el régimen actual de responsabilidad cubre los daños por muerte y lesiones corporales, así como los daños a un bien de uso no profesional. ¿Deben de mantenerse fuera del ámbito de aplicación  los daños morales y psicológicos
, así como los daños causados a los bienes de uso profesional?
. 

La última reflexión que aborda el Libro Verde se refiere al acceso a la justicia de las víctimas de productos defectuosos. Se estudian más concretamente las acciones de cesación
 y las acciones conjuntas
 
 . En concreto se trata de saber si la aplicación de la Directiva 85/374/CEE necesita medidas específicas para facilitar el acceso de las víctimas a la justicia. Como la Directiva no prevé ningún mecanismo específico para articular procesalmente las peticiones de resarcimiento cursadas por aquellas personas que hayan sufrido daños por un producto defectuoso, significa que en este campo son de aplicación las normas procesales generales de los distintos Estados miembros. 

b) Breves referencias a la aplicación práctica de la Directiva. 

En relación con el funcionamiento de la Directiva, en la práctica se considera que es adecuado, porque ha establecido un marco jurídico estable y equilibrado que tiene en cuenta las preocupaciones de los consumidores y de los productores. En la mayor parte de los Estados miembros, las disposiciones nacionales de ejecución de la Directiva se aplican generalmente junto con otras normativas relativas a la responsabilidad
. 


En cuanto a la aplicación de la Directiva en la resolución de litigios ocasionados por daños producidos por productos defectuosos, son muy pocos los juicios conocidos que se han basado en la Directiva
; en el año 2001, fecha de publicación de nuestro informe, había un caso reciente en Irlanda, dos casos en Italia, tres en el Reino Unido, tres o cuatro en Bélgica, Suecia y Finlandia, entre 20 y 25 resoluciones judiciales en Austria, unas treinta en Alemania, 19 en Portugal, y ninguna en Francia, Grecia y Luxemburgo. En España, tampoco son muy numerosos los Tribunales que hacen aplicación de la Ley 22/1994 de responsabilidad por productos defectuosos, pudiendo señalar los siguientes pronunciamientos: Sentencia de la AP de Granada de 25.01.2000; Sentencia de la AP de Málaga de 18.01.2000; Sentencia de la AP de Granada de 30.10.2000; Sentencia de la AP de Navarra de 13.05.1999; Sentencia de la AP de Albacete de 9.03.2000; Sentencia de la AP de Salamanca de 15.03.2000 y Sentencia de la AP de Asturias de 18.01.2000.El número de casos de responsabilidad por daños causados por productos defectuosos parece ser relativamente bajo; en la mayoría de ellos (el 90% según los aseguradores alemanes y holandeses) las reclamaciones se resuelven extrajudicialmente, sobre todo cuando los hechos, es decir, el defecto, el daño y la relación causal son evidentes
. 


Otro de los temas abordados se refiere al impacto de la Directiva en los intereses de las víctimas, y se ha confirmado que la seguridad de los productos mejoró considerablemente desde la adopción de la Directiva en 1985. Ello se debe a la existencia de un elevado nivel de seguridad garantizado por un marco normativo estricto en determinados sectores de productos como los medicamentos, los productos químicos, la maquinaria y el material eléctrico, mientras que los otros sectores corresponden al ámbito de aplicación de la Directiva 92/59 relativa a la seguridad general de los productos.


Por otra parte, las observaciones revelan algunas diferencias entre los Estados miembros entre los regímenes nacionales de seguridad social y la indemnización concedida en virtud de la Directiva. Por lo general, una persona perjudicada por un producto defectuoso recibe una cantidad de los regímenes de la seguridad social, independientemente de la existencia o no de un responsable y como contrapartida de su aportación al régimen de seguros. La indemnización que la Directiva establece para la víctima se suma a esta cantidad
. 


A la vista de toda la información recogida sobre el funcionamiento de la Directiva, la Comisión considera que la creación de un grupo de expertos sobre responsabilidad civil por productos defectuosos, constituiría un instrumento pragmático y eficaz de recopilación de datos, que reuniría información relacionada con todos  los Estados miembros, especialmente en lo referente a la aplicación jurídica de la Directiva, la jurisprudencia reciente y las modificaciones de las legislaciones nacionales que hayan tenido repercusiones en la responsabilidad derivada de los productos. También se considera que la creación de una verdadera política de responsabilidad civil del productor a escala comunitaria, necesita de una revisión periódica de la Directiva cada cinco años, con el fin de proseguir hacia una mayor armonización. 

III.- CONCLUSIONES


Centrándonos en algunos aspectos concretos de la Directiva, estimamos oportuno realizar las siguientes consideraciones:

1) En relación con el tipo de daños y bienes cubiertos, si bien la Directiva del 99 ha ampliado su ámbito de acción a las materias primas agrícolas y a los productos de  caza, habría sido una buena ocasión para incluir otro tipo de bienes, tales como los bienes inmuebles; además, también creemos oportuno que con respecto a los daños resarcibles, se cubran también los daños morales o inmateriales. 

2) En lo que se refiere al tema de la franquicia
 establecida en el artículo 9 de la Directiva con la finalidad de evitar el aumento de juicios cuyo importe no supere una determinada cantidad, no creemos que esta norma consiga el objetivo perseguidos, además de que provoca la inaplicación de la Directiva con el consiguiente aumento de los regímenes de responsabilidad internos, y por tanto con una desigualdad dependiendo del país en concreto de que se trate.

3) Por consiguiente, y en relación con el punto anterior, bajo nuestro parecer sería oportuno suprimir la posibilidad de los Estados miembros de la dualidad de regímenes establecida en el artículo 13 de la Directiva.

4) En relación con el acceso a la justicia, y para facilitarlo a los perjudicados, sería conveniente que la Directiva regulase de forma expresa las denominadas acciones de clase, pues aunque en Europa hay mecanismos legales nacionales que permiten las acciones de grupo, sólo existe un procedimiento judicial que parece comparable con las “class actions” de los Estados Unidos en el Derecho portugués según la Ley nº 83/1995 sobre la acción popular. 

Por tanto, a pesar de la existencia de la Directiva y del amplio marco de protección que se supone da a los consumidores, es inútil dictar una legislación europea si después esa legislación no es incorporada correctamente por los Estados miembros a su ordenamiento jurídico interno, o si no tiene unos efectos prácticos sobre la situación de los consumidores o, en otras palabras, si en los Estados miembros no se hace cumplir la legislación Europea, para lo cual es necesario una incorporación a la legislación nacional oportuna y apropiada y una aplicación práctica, eficaz y correcta.
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� En concreto, se acudía principalmente al artículo 1902 del Código Civil, regulador de la responsabilidad civil. Igualmente al régimen de regulación común de los vicios ocultos, regulado en nuestro Código Civil en sus artículos 1484 y siguientes. 


� Esta Ley supone la adaptación a nuestro Ordenamiento Jurídico de la Directiva 85/374/CEE, de 25 de julio sobre responsabilidad civil por daños ocasionados por productos defectuosos. 


� En el Tratado de Roma no se establecieron previsiones en materia de consumo a nivel comunitario y la primera vez que los Jefes de Estado y de Gobierno manifestaron su voluntad política en la materia fue en la Cumbre de París de 1972. 


� La existencia de diversidad de reglamentaciones y de estructuras justificó que se elaborase una política a escala comunitaria, a fin de que los consumidores tuviesen la suficiente confianza para desempeñar un papel activo en el mercado único, sin dejar de disfrutar de un elevado nivel de protección. 


� Este programa entiende que los objetivos deberán de integrarse en las políticas específicas de la Comunidad, como la política económica, la política agrícola común y las políticas de medio ambiente, transportes y energía, las cuales afectan a los consumidores en  mayor o menor medida. 


� Primera Directiva 80/1335/CEE de la Comisión, de 22 de diciembre de 1980, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los métodos de los análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Segunda Directiva 82/434/CEE de la Comisión de 14 de mayo de 982, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los métodos de los análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Tercera Directiva 83/514/CEE de la Comisión, de 27 de septiembre de 1983, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los métodos de los análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Cuarta Directiva 85/490/CEE de la Comisión, de 11 de octubre de 1985, sobre la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los métodos de los análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Quinta Directiva 93/73/CEE de la Comisión de 9 de septiembre de 1993, relativa a los métodos de análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Sexta Directiva 95/32/CE, de la Comisión, de 7 de julio de 1995, relativa a los métodos de análisis necesarios para el control de la composición de los productos cosméticos. Séptima Directiva 96/445/CE , de julio de 1996, relativa a los métodos de análisis necesarios para comprobar la composición de los productos cosméticos. 


� Reglamento (CE) nº. 49/2000 de la Comisión, de 10 de enero de 2000, por el que se modifica el Reglamento (CE) nº. 1139/98 del Consejo relativo a la indicación obligatoria, en el etiquetado de determinados productos alimenticios fabricados a partir de organismos modificados genéticamente, de información distinta de la prevista en la Directiva 79/112/CEE. Directiva 2000/13/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de marzo de 2000, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de etiquetado, presentación y publicidad de los productos alimenticios (DOL 109 de 6 de mayo). 


� Directiva 97/55/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 6 de octubre de 1997 por la que se modifica la Directiva 84/450/CEE sobre publicidad engañosa, a fin de incluir en la misma la publicidad comparativa. Directiva 84/450/CEE, del Consejo de 10 de septiembre de 1984, relativa a la aproximación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas de los Estados miembros en materia de publicidad engañosa. 


� Directiva 85/577/CEE del Consejo, de 20  de diciembre de 1985, referente a la protección de los consumidores en el caso de contratos negociados fuera de los establecimientos mercantiles. 


� El Acta Única que entró en vigor el 1 de julio de 1987, permitió incorporar la noción de consumidor al Tratado; el artículo 100A faculta a la Comisión a proponer medidas de cara a proteger a los consumidores tomando como base un nivel de protección elevado. La política de los consumidores se enmarcó entonces en una política más general de realización del mercado interior, una perspectiva que le permitió tomar un nuevo impulso.


� Decisión 95/260/CE de la Comisión, de 13 de junio de 1995, por la que se crea un Comité de los consumidores. Este Comité estará formado por 20 miembros, nombrados por la Comisión para un periodo de 2 años, renovable una vez. 


� En este aspecto es fundamental el papel de las Asociaciones de Consumidores, cuyo objetivo no sólo es defender a sus asociados y tramitar sus quejas y reclamaciones; sino, además, informar al ciudadano a través de sus publicaciones y cursos que afectan de manera especial a asuntos claves como la alimentación, la vivienda o los servicios básicos.  Por otra parte, el estudio realizado por el Instituto Nacional del Consumo sobre “Las tendencias del consumo y del consumidor en el siglo XXI” destaca que la responsabilidad de la Administración va a venir determinada por una mayor exigencia de su control sobre la calidad de los productos y la información y la educación que deben de trasmitir al consumidor. 


� Directiva 92/59/CEE del Consejo de 29 de junio de 1992, relativa a la seguridad general de los productos. El objetivo de esta Directiva es establecer en el ámbito Comunitario, una prescripción general de seguridad que imponga a los productores la obligación de comercializar únicamente productos de consumo seguros. En la actualidad hay una propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de junio de 2000, relativa a la seguridad general de los productos (COM 2000 139 final/2- Diario Oficial C 337/E de 28.11.2000). el 1 de enero de 2003 la Directiva propuesta derogará la Directiva 92/59/CEE relativa a la seguridad general de los productos. Además se aplicará sin perjuicio de lo establecido en la Directiva 85/374/CEE relativa a la responsabilidad por productos defectuoso. En relación con la seguridad general de los productos en España,  se publicó el Real Decreto 44/1996, de 19 de enero, por el que se adoptan medidas para garantizar la seguridad general de los productos puestos a disposición del consumidor (BOE 22 de febrero de 1996).  


� Directiva 88/378/CEE del Consejo, de 3 de mayo de 1988, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de la seguridad de los juguetes. Modificada por la Directiva 93/68/CEE del Consejo, de 22 de julio de 1993. El 10 de noviembre de 1999 la Comisión presentó una propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se modifica la Directiva 88/378/CEE del Consejo, de 3 de mayo de 1988, relativa a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros en materia de la seguridad de los juguetes (COM 1999 577 final- Diario Oficial C 56 E de 29.02.2000). El  6 de julio de 2000 el Parlamento aprobó la propuesta de la Comisión con algunas enmiendas. La Comisión ha aceptado parte de las mismas. 


� Proyecto de reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo relativo a los pagos transfronterizos en euros (2001/c 270 E/33)Com (2001) 439 final- 2001/0174/COD presentado por la Comisión el 9 de agosto de 2001. 


� Directiva 93/13 del Consejo, de 5 de abril de 1993, relativa a las cláusulas abusivas en los contratos concluidos por los consumidores. 


� Directiva 97/7 de 20 de mayo de 1997 sobre los contratos a distancia.


� Directiva 94/47/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de octubre de 1994 relativa a la protección de los adquirentes en lo que se refiere a determinados aspectos de los contratos de adquisición de un derecho de utilización de inmuebles en régimen de tiempo compartido. 


� El Libro Verde de 1993, de acceso de los consumidores a la justicia y la solución de litigios en materia de consumo en el mercado único, dio como resultado una Directiva de abril de 1998 sobre “las acciones de cesación en materia de protección de los intereses de los consumidores” que estipula que, cuando una práctica que infrinja ciertas Directivas específicas de la UE surta efectos en un Estado miembro distinto de aquél en que se haya originado, las organizaciones de consumidores y órganos similares del primero podrán interponer acciones contra el segundo, ya sea directamente o a través de un intermediario. 


� Libro Blanco sobre Seguridad Alimentaria, 12.1.2001 COM (1999) 719 final, que esboza una amplia gama de acciones para completar y modernizar la actual legislación alimentaria de la UE, hacerla más coherente, comprensible y flexible.


� Directiva 1999/44/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de mayo de 1999.


� Directiva 97/7 de 20 de mayo de 1997 sobre los contratos a distancia. 


� En octubre de 1997, el Parlamento y el Consejo adoptaron la Directiva 97/55 sobre la publicidad comparativa.


� Directiva 97/5/CE del parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de enero de 1997, relativa a las trasferencias transfronterizas. 


� A raíz de la denominada crisis de “las vacas locas”, el Parlamento Europeo ha desempeñada un papel especialmente activo al impulsar la seguridad alimentaria en el orden del día político, en un principio con la postura que adoptó en contra del uso de hormonas en la producción de carne. La investigación del Parlamento sobre la EEB, así como los informes y resoluciones derivados de ésta, aceleraron el ritmo de las modificaciones y provocaron el refuerzo de las medidas sobre consumo en el tratado de Ámsterdam. 


� Estipula que “la Comunidad contribuirá a proteger la salud, la seguridad y los intereses económicos de los consumidores, así como promover su derecho a la información, a la educación y a organizarse para salvaguardar sus intereses”.


� Modificada por la Directiva 1999/34/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de mayo de 1999. 


� En Dinamarca, Italia y Países Bajos, hay un régimen de responsabilidad basado en la culpa del fabricante habiéndose de ser probada por la víctima; en Bélgica, Gran Bretaña, Alemania e Irlanda, se establece responsabilidad con culpa pero con presunción de culpa del fabricante; en Francia y Luxemburgo es responsabilidad sin culpa u objetiva. 


� Cuando no existe legislación o jurisprudencia comunitaria, se aplica la reglamentación de los Estados miembros, que puede diferir en su fondo y aplicación. Cada Estado miembro cuenta con un entorno reglamentario relativamente bien desarrollado, dirigido, específicamente a la protección de los consumidores o a la regulación de las prácticas comerciales entre empresas y consumidores para otros fines. Estos principios generales han sido posteriormente desarrollados mediante una legislación específica, o bien su desarrollo se ha dejado en manos de los Tribunales, que, con el paso de los años, han ido produciendo una jurisprudencia completa y detallada. El aumento de estas variaciones puede actuar como una barrera para los intercambios y distorsionar la competencia al hacer que se de un trato muy diferente en toda la Unión Europea a prácticas similares. Crf. Libro Verde sobre la protección de los consumidores en la Unión Europea. 2.10.2001. COM (2001) 531 final. 


� Directiva 92/59/CEE del Consejo, de 29 de junio de 1992, relativa  la seguridad general de los productos. Propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo , de 15 de junio de 2000 relativa  a la seguridad general de los productos, que será aplicada el 1 de enero de 2003 y derogará a la anterior Directiva. Esta Directiva además es compatible y complementaria de la Directiva 85/374/CEE relativa a la responsabilidad por productos defectuosos. 


� Es el establecimiento de un límite financiero máximo que no podrá ser inferior a 70 millones de euros por los daños que resulten de la muerte o las lesiones corporales causadas por idénticos artículos con el mismo defecto. 


� Sin embargo, esta responsabilidad es relativa, en realidad semi-objetiva, pues el productor no es responsable según el artículo 7 en determinados supuestos, como por ejemplo el productor no será responsable de los riesgos del desarrollo, es decir, no será responsable si prueba que, en el momento en que el producto fue puesto en circulación, el estado de los conocimientos científicos y técnicos, en su nivel más avanzado, no permitía descubrir la existencia del defecto. Cfr. Gómez Laplaza, Mª. C. La responsabilidad civil por los daños causados por productos defectuosos en la Unión Europea. Presente y futuro. Op. Cit. Pag. 2331. 


� Ya que el productor no es responsable cuando demuestra la existencia de determinados hechos que pueden ser objeto de revisión.


� El establecimiento de un plazo de prescripción uniforme para las acciones de resarcimiento, redunda en beneficio tanto del perjudicado como del productor. En concreto, el artículo 10 establece que  la acción de resarcimiento para reparar los daños prescribirá a los tres años. 


� Artículo 4.


� Artículo 5.


� Artículo 3 .


� El primer sujeto responsable es el fabricante de un producto acabado, es un fabricante real, es decir, la persona o empresa que ha participado bajo su propia responsabilidad en la fabricación de un producto y lo comercializa bajo su nombre o marca. También será productor el fabricante de parte componente o materia prima, porque en dicho proceso se sirve para fabricar el producto y ponerlo a punto para la comercialización.              


� En lo que respecta a la responsabilidad del importador, el artículo 3.2 de la Directiva ha necesitado de adaptaciones específicas consecuentes a la entrada en vigor del EEE, que es el Tratado sobre la creación del Espacio Económico Europeo, firmado en Oporto el 2 de mayo de 1992.                                                          


� El nombre, marca o cualquier otro signo distintivo incluye el nombre comercial y el rótulo del establecimiento, tal y como establece la le Ley 32/1988, de 10 de noviembre, de Marcas. 


� Esta figura es la conocida en la doctrina con el nombre de “fabricante aparente”.Esta apariencia de fabricación es lo que justifica su equiparación, a efectos de responsabilidad, al productor, tratándose además de una responsabilidad de carácter principal. Cfr. Jiménez Liébana, D. Responsabilidad Civil: daños causados por productos defectuosos. Edit. Mc Graw Hill. Madrid 1998. pp.268 y ss. 


� El suministrador sólo será responsable en el caso de que no pudiera ser identificado el productor. Se trata así de facilitar la indemnización de la víctima; ahora bien, esta responsabilidad del suministrador cesará en el caso de que informe al perjudicado de la identidad del productor o de la persona que le suministró el producto en un plazo de tiempo razonable. Este plazo deberá de ser fijado por cada país a la hora  de trasponer la Directiva. La Ley 22/1994, de 6 de julio, de responsabilidad civil por los daños causados por productos, en su artículo 4 señala este plazo en tres meses. 


� Según la doctrina, dentro del concepto legal de fabricante final se incluye el denominado “assembler”, que es el que encaja o combina productos manufacturados por otro u otros, pero no al mero instalador. Cfr. Gázquez Serrano, L. La responsabilidad del contratante por productos defectuosos. Op. Cit. Pag. 429


� Se aplica por tanto entre los responsables la regla de la solidaridad, que es la que beneficia en mayor medida a la víctima, tanto por la simplificación procesal, como por la mayor seguridad que introduce, en el sentido que la indemnización será satisfecha; por tanto, el perjudicado podrá reclamar a cualquiera de los responsables, o a varios, o a todos, la reparación integral del daño.


� Quedan excluidos, salvo derogación por parte de los Estados miembros, las materias primas agrícolas y los productos de la caza que no hayan sufrido transformación, es decir, que si en ciertos Estados miembros la exclusión de las materias primas agrícolas y de los producto de caza del ámbito de aplicación de la presente Directiva puede considerarse como una restricción injustificada de la protección de los consumidores, éstos podrán extender la responsabilidad hasta dichos productos. No obstante, la Directiva 1999/34/CE ha introducido modificaciones al respecto en la Directiva 85/374/CEE. 


� En concreto, el Código Civil español regula la responsabilidad inmobiliaria en el artículo 1909 (si el daño de que tratan los dos artículos anteriores resultare por defecto de construcción, el tercero que lo sufra sólo podrá repetir contra el arquitecto, o en su caso, contra el constructor dentro del tiempo legal), y en el artículo 1591 (el contratista de un edificio que se arruinase por daños en la construcción, responde de los daños y perjuicios si la ruina tuviera lugar dentro de diez años contados desde que se concluyó la construcción). Igualmente podemos mencionar la Ley de ordenación de la Edificación (Ley 38/1999, de 5 de noviembre). 


� Creemos que en relación con el derecho español vigente, la Directiva determinó una menor protección de los consumidores en este aspecto, pues el nivel de protección de los artículos 25 a 28 de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios (Ley 26/1984), no se limitaba a los bienes muebles sino que extendía su ámbito de aplicación a los bienes inmuebles y a los servicios. La Ley 22/1994 de responsabilidad por productos defectuosos, al igual que la Directiva, también excluye los bienes inmuebles del concepto “producto”, y ello porque los Estados miembros no estaban autorizados para modificar la definición de producto.


� Hablar de seguridad equivale a la ausencia o existencia de un umbral mínimo de riesgo que en tanto no sea superado, permite calificar a un determinado producto como seguro.  


� Esto implica que las legítimas expectativas sobre la seguridad de un producto deben de ser  valoradas conforme a los conocimientos técnico-científicos existentes en el momento de la puesta en circulación del producto. 


� La introducción de esta previsión tiene como objetivo impedir la reproducción en el ámbito europeo de la problemática surgida en el Derecho estadounidense, donde la adopción por el fabricante de dispositivos de seguridad se interpretaba como reconocimiento de inseguridad en los anteriores diseños del producto. De esta forma, el hecho de que con posterioridad a la comercialización de un producto se fabrique y comercialice otro más perfeccionado, por el mismo o por distinto fabricante, no convierte, sin más, al primitivo producto en defectuoso. 


� Establecido que el producto es defectuoso, la carga de la prueba del defecto corre a cargo de la víctima, que deberá demostrar la existencia del daño, el defecto del producto y la relación de causalidad entre el daño y el defecto. En el marco de responsabilidad sin culpa que prevé la Directiva no es necesario por tanto, probar la negligencia o la culpa del productor o del importador.


� Artículo 9: a los efectos del artículo 1, se entiende por daños: los daños causados por muerte o lesiones corporales, los daños causados a una cosa o la destrucción de la cosa, que no sea el propio producto defectuoso, previa deducción de una franquicia de 500 ecus, a condición de que tal cosa: sea de las que normalmente se destinan para uso o consumo privados, y el perjudicado lo haya utilizado principalmente para su uso o consumo privados. El presente artículo no obstará a las disposiciones nacionales relativas a los daños inmateriales. La ley española de productos defectuosos deduce una franquicia de 65.000 pesetas en su artículo 10. 


� Estas previsiones de la Directiva se han introducido en nuestro Derecho interno, pues el artículo 10 de la Ley 22/1994, que reproduce en su apartado 1 casi literalmente el artículo 9 de la Directiva, y en su apartado 2 excluye del ámbito de aplicación los demás daños y perjuicios, incluidos los daños morales, los cuales podrán ser resarcidos conforme a la legislación civil general. 


� El 13 de mayo de 1996, se publicó la Directiva 96/29 de EURATOM, por la que se establecen las normas básicas relativas a la protección sanitaria de los trabajadores y de la población contra los riesgos que resultan de las radiaciones ionizantes. 


� Artículo 14.


� Igualmente, están excluidos los daños causados a los bienes utilizados normalmente con fines profesionales o comerciales, y ello principalmente porque los daños producidos a los bienes empresariales plantean graves problemas asegurativos y  de otro tipo, distintos de los que tienen por centro a los consumidores, y por tanto, requieren de distinta solución normativa. 





� Actualmente existe una propuesta de Reglamento del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se establecen los principios y los requisitos generales de la legislación alimentaria, se crea la Autoridad Alimentaria Europea, y se fijan los procedimientos relativos a la seguridad alimentaria COM (2000) 076 publicado el 27/03/2001. Actualmente se encuentra pendiente de la adopción de la Posición Común por parte del Consejo. 


� La Directiva dejaba como opción a cada país miembro el extender la responsabilidad a dichos productos. Sin embargo, fueron pocos los Estados miembros que al trasponer la Directiva a sus respectivos ordenamientos internos extendieron la responsabilidad a los productos agrícolas. En concreto lo hicieron Grecia (Ley 2251/1994), Francia (Ley nº 389-98 de 15.5.98), Luxemburgo (ley de 21.4.1989 modificada por la Ley 6.12.1989), Finlandia (Ley nº 694 de 17.08.90 modificada por la Ley nº 99 de 8.1.93 y la Ley nº 879 de 22.10.93), Suecia (Ley nº 18 de 23.1.92 modificada por la Ley nº 1137 de 3.12.92 y la Ley nº 647 de 10.6.93), Islandia (Ley nº 25 de 27.3.91), Noruega (Ley nº 104 de 23.12.88 modificada por la Ley nº 62 de 25.11.91) y Eslovenia (Ley de 6.3.98). 


� Además, la ampliación del ámbito de aplicación de la Directiva 85/374/CEE permitirá aplicar el régimen de responsabilidad sin culpa a las materias primas agrícolas en todos los países del Espacio Económico Europeo (EEE), lo que eliminará los riesgos de distorsión de la competencia en el mercado único, derivados de las divergencias entre los regímenes de responsabilidad aplicables a las materias primas agrícolas. También pondrá fin a las dificultades que puede plantear a veces la determinación de la frontera entre las materias primas agrícolas y los productos transformados.


� El considerando octavo de la Directiva ofrece una interpretación auténtica de lo que son productos agrícolas, entendiendo por tales los que se definen en la segunda frase del artículo 32 del Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea y los que figuran en el Anexo II de dicho trabajo. Según la segunda frase del citado artículo 32, “por productos agrícolas se entienden los productos de la tierra, de la ganadería y de la pesca, así como los productos de primera transformación directamente relacionados con aquellos”. 


� En el ordenamiento jurídico italiano, la trasposición de la Directiva se ha realizado a través del Decreto Legislativo nº 25 del 2 de febrero del 2001, el cual lógicamente extiende el principio de responsabilidad por productos defectuosos a los productos agrícolas no trasformados, y con ello se pretende garantizar una mayor seguridad en la producción agrícola mediante la legítima indemnización a los consumidores por los daños causados a la salud por los productos defectuosos. En concreto el artículo 3.1 queda redactado de la siguiente manera: “produttore é il fabricante del prodotto finito o di una sua componente, il produttore della materia prima, nonché, per i prodotti agricoli del suolo e per quelli dell´allevamento, della pesca e della caccia, rispettivamente l´agricoltore, l´allevatore, il pescatore ed il cacciatore”. 


� Cabe pensar que con esta modificación, el gobierno ha actuado con rapidez ante la avalancha de reclamaciones que podrían derivarse del llamado “mal de las vacas locas” (encefalopatías espongiformes bovinas). Hemos de tener en cuenta que la Ley 22/1994 establece un régimen de responsabilidad objetiva respecto de los fabricantes y de los importadores del producto defectuoso frente al sujeto que reclama por el daño ocasionado, con lo que tras esta modificación, se apunta como responsables del daño, y en consecuencia, legitimados pasivos frente eventuales reclamaciones, única y exclusivamente a los fabricantes e importadores de dichas materias.


� Bruselas 28.07.1999 COM (1999) 396 final. 


� El Informe citado ha sido presentado por la Comisión el 31 de enero de 2001 COM (2000) 893 final. 


� En cualquier caso toda iniciativa de reforma de la directiva debería de guiarse a priori por el equilibrio que se derivas de los siguientes principios: la responsabilidad civil del productor es objetiva, relativa, limitada en el tiempo y una responsabilidad que no se puede suprimir por la voluntad de las partes; y la víctima tiene que demostrar que ha sufrido una daño, que el producto era defectuoso y que hay un nexo causal entre el defecto del producto y los daños sufridos. 


� La responsabilidad civil del productor es limitada desde el punto de vista económico, pues la franquicia prevista en su artículo 9 permite al productor no compensar a la víctima por los daños causados a los bienes inferiores a 500 ecus. Por su parte en el artículo 16 se contempla la posibilidad de imponer un límite máximo de 70 millones de ecus, si bien sólo en España, Alemania y Portugal se ha contemplado una limitación de este tipo. Por otro lado, la responsabilidad también es limitada desde el punto de vista temporal, ya que a tenor de los artículos 10 y 11 diez años después de la puesta en circulación de un producto el productor ya no es responsable.


� En Italia existe un ejemplo similar a esta posibilidad. El artículo 8.3 del Decreto de 1988 por el que se traspone la Directiva, habilita al juez para que haga pagar al productor un anticipo de los gastos periciales si es verosímil que el daño lo haya causado un defecto del producto. 


� Esta exoneración no existe en Luxemburgo, Finlandia y España en lo que se refiere a los productos alimentarios y los medicamentos, en Alemania en el sector farmacéutico y en Francia para los productos procedentes del cuerpo humano y los productos puestos en circulación antes de mayo de 1998. 


� La Directiva sólo se aplica a productos, estando excluidos los servicios defectuosos, para los cuales la Comisión tiene prevista una posible iniciativa especial (Comunicación de la Comisión –“Plan de acción sobre política de los consumidores 1999-2001” (COM (98) 696 de 1.12.98). 


� Los daños inmateriales no están cubiertos actualmente, aunque la mayor parte de las legislaciones nacionales los tienen en cuenta. En su dictamen en primera lectura sobre la Directiva 99/34/CE, el Parlamento Europeo había recomendado que se incluyeran los daños psíquicos en el ámbito de aplicación de la Directiva, aunque en segunda lectura, el Parlamento no obtuvo la mayoría necesaria para proponer la modificación de la Directiva en ese sentido. 


� Otra cuestión es la de los daños causados a los bienes utilizados normalmente con fines profesionales o comerciales, que no están cubiertos por la Directiva, y esto se explica porque la Directiva no contempla más que la indemnización de un tipo de bien: los bienes de consumo. En Francia, sin embargo, la Ley de trasposición de la Directiva cubre asimismo los daños causados a los bienes de uso no privado (bienes comerciales). 


� La acción de cesación a la que se refiere el Libro Verde, es la que consiste en solicitar la retirada del mercado de aquellos productos defectuosos, y se plantea si conviene reconocer de modo expreso a las asociaciones de consumidores y usuarios la posibilidad de ejercitar acciones judiciales de cesación de comercialización de productos defectuosos e inseguros.


� En relación con las acciones conjuntas, se refiere a la utilidad de reconocer mecanismos procesales de representación conjunta de las víctimas afectadas por un mismo producto defectuoso, al modo en que sucede con las acciones de grupo previstas en Francia  o Portugal o con las class actions� características del Derecho estadounidense. 


� La experiencia norteamericana sobre las class actions demuestra sobradamente la utilidad de una acción de estas características en el campo de los daños causados por productos defectuosos, sobre todo en aquellos supuestos, no infrecuentes por desgracia en la práctica, en los que un mismo producto causa daños a una colectividad amplia, más o menos determinada de personas. Por tanto, el ejercicio de acciones de clase se revela como un mecanismo especialmente idóneo para articular las peticiones indemnizatorias. 


� El artículo 13 de la Directiva permite esta coexistencia de diferentes normativas sobre responsabilidad que se puede entender de distintas formas: en primer lugar, la variedad de reglamentos no ha disuadido de la comercialización de productos en la Comunidad ni ha tenido efectos en las compañías de seguros; en segundo lugar, ha permitido una mayor protección del consumidor que, por otro lado, podría restringir la aplicación de las normas previstas por la Directiva. Por ello, la mayoría de las observaciones se oponen a que la Directiva se convierta en el régimen común y único de responsabilidad por daños causados por productos defectuosos, pero apoyan el mantenimiento de la situación actual prevista en el artículo 13.


� Creemos que la posibilidad de permitir la coexistencia de distintos regímenes de responsabilidad, podría explicar el escaso número de casos prácticos presentados ante los tribunales nacionales en virtud de las normas de aplicación de la Directiva relativa a la responsabilidad por productos defectuosos. 


� Teniendo en cuenta la gran cantidad de arreglos extrajudiciales, se considera que por lo general las víctimas cobran las indemnizaciones de un modo rápido y efectivo. En lo que respecta a los casos interpuestos ante los Tribunales nacionales, la posibilidad de una resolución rápida depende más del dinamismo y de la eficacia de los sistemas nacionales de procedimiento civil que de la pertinencia del derecho sustantivo; se considera que el derecho procesal español es muy formal y estricto en lo referente a la presentación de evidencias.


� Sin embargo, las disposiciones de la seguridad social en Europa difieren de unos Estados miembros a otros. En algunos de ellos como en los Países Bajos y en los países escandinavos, los regímenes de seguridad social no pueden emprender acciones contra el productor de un producto defectuoso. En otros países como Austria, el Reino Unido o Italia, los regímenes de seguridad social sí disponen de esta facultad, pero no la han utilizado todavía en la práctica.
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